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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Juan José Bentancor. 


MIEMBROS: Señores Representantes Guzmán Acosta y Lara, Roberto Arrarte Fernández, Nora Castro y 
Alejandro Falco. 


INVITADOS: Por los Choferes de Radio del Ministerio de Salud Pública señoras María Lourdes Marichal 
y María Mendaro; señores Julio Dorrego, Fernando Gallinares, Diego Lades, Walter Edison 
Trucco y Luis Guillermo Varela. 


Por la Unión de Mozos de Cordel de Montevideo y Colonia señores José D. Morini, 
Presidente de Montevideo; Fabricio Vidal, Vicepresidente de Montevideo; doctor Carlos 
Abdala, asesor letrado; Alfredo Fontaina, Daniel W. Quintana, Ruben A. Tobía, Julio de 
Olivera, procurador Alejandro Balmelli y Diego Planchsteiner, por Montevideo; y Sergio 
Pisano, Presidente de Colonia; Jacinto Lemos Suárez, Secretario de Colonia; y José L. 
Medina, por Colonia. 


Por el Sindicato de Agencias de Transporte y UNOTT señores Gonzalo De los Santos 
(Agencia Central); José L. Lago (UNOTT COT S.A.); Máximo Lago (UNOTT CITA ); y 
Fernando Fernández (UNOTT). 


SEÑOR PRESIDENTE (Bentancor).- Está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el agrado de recibir a una delegación de choferes de 
radio del servicio prestado por el Ministerio de Salud Pública en la Dirección de Servicio de Asistencia 
Externa integrada por la señora María Mendaro y por los señores Julio Dorrego, Fernando Gallinares, 
Diego Lades, Walter Edison Trucco y Luis Guillermo Varela, quienes nos han hecho conocer la 
problemática en la que se encuentran y nos han manifestado la necesidad de compartir con nosotros 
sus puntos de vista al respecto. 


SEÑOR VARELA.- Todos nosotros más algún otro compañero que hoy no está presente trabajamos en 
el SAE, en el Ministerio de Salud Pública, trasladando médicos. 


La empresa que licitó este servicio no tenía dinero para pagarnos; no nos habían pagado durante dos meses y 
medio, por lo que decidimos hacer un paro. El Director Guillén nos había dicho que lo hiciéramos de 
determinada manera, pero ello no fue posible y, lamentablemente, estuvimos cuatro o cinco días de paro. 


La empresa que había ganado la licitación la perdió, y el servicio fue adjudicado a otra empresa, a la que el 
doctor Guillén envió una lista con el nombre de todos nosotros aclarando que no podíamos trabajar en el 
SAE. 


SEÑOR DORREGO.- Voy a explicar el motivo de nuestra concurrencia a la Comisión de Legislación 
del Trabajo. 


La empresa Cristina Ibáñez, que había ganado la licitación, como toda empresa que licita con el Estado, debe 
tener una garantía que el Estado retiene mientras dura la licitación. Esa licitación, que comenzó en enero del 
año pasado, se venía cumpliendo en forma satisfactoria y se nos pagaba a fin de mes hasta el mes de agosto, 
fecha en la que dejaron de pagarnos. No cobramos agosto ni setiembre. A mitad del mes de octubre los 
choferes hablaron con la empresa; como no obtuvieron respuesta, fueron a hablar con la Dirección del SAE, 
cuyo responsable es el doctor Guillén. Cabe aclarar que la mayoría de los choferes había cambiado el auto 
porque a principios de año el Ministerio de Salud Pública los había obligado a cambiar el modelo para poder 
seguir trabajando; todos tienen cuotas pendientes en automotoras y en bancos. 


Posteriormente, se hizo un paro de dos horas; el horario de trabajo es ocho a veinte. A las diez de la mañana, 
después de una conversación con el Asesor Letrado del SAE, volvimos a trabajar con el compromiso de que 
en un par de días contaríamos con el dinero de por lo menos un mes. Así fue: a los dos o tres días nos 
hicieron una entrega de dinero, correspondiente al mes de julio; agosto no lo pagaron. Se comprometieron a 
que el tema no pasaría desapercibido y a tratar de seguir pagando mes a mes. 


Treinta días después nos encontramos con el mismo problema, con el agravante de que no había fecha 
posible de pago; Salud Pública no podía darnos una fecha de pago y la empresa, que aparentemente tenía una 
garantía para cumplir con los pagos, tampoco. Entonces, volvimos a parar; entendemos que esa es una 
medida que puede tomar cualquier trabajador, por lo menos para conversar. Eso sucedió un martes; al día 
siguiente, el miércoles, volvimos para hablar con el doctor Guillén, pero no nos dejaron entrar. Ni siquiera 
pudimos hacer uso del baño del SAE, que es público; no nos dejaron entrar a la parte de asistencia. Ya no 
pudimos salir a trabajar; el SAE dispuso de ambulancias, que siempre están paradas o que se usan para 
diálisis pero no para ese trabajo, y prácticamente obligó a los médicos a que salieran en esas condiciones. A 
su vez, la empresa nos presionó para que saliéramos, argumentando que el día lunes tendríamos el dinero. 
Nosotros les pedimos que de alguna manera se hicieran responsables de lo que nos estaban diciendo, que 
firmaran algún papel, a fin de que nosotros pudiéramos contar con algo. Pero hoy todavía no hemos cobrado 
lo correspondiente al mes de setiembre. Aparentemente, Salud Pública no pagó y la empresa tampoco; nadie 
ha cobrado. 


La empresa perdió una parte de la licitación; tiene otra ramificación que está haciendo la parte de enfermería. 
La empresa anterior cubría el servicio de médicos de radio correspondiente a pediatría, adultos y crónicos; 
tiene otra ramificación, enfermería -figura con otro nombre, pero responde a la misma cabeza-, que sigue 
trabajando y en las mismas condiciones. 


Cuando la empresa pierde esta licitación, se llama a las empresas que quedaron en segundo y tercer lugar, las 
que declinan el ofrecimiento porque no les servía. Inclusive, la segunda empresa, llamada MG -Miguel 
Giménez-, informa al Director que estarían en condiciones de empezar a trabajar, pero con la misma gente 
que estaba empleada en la otra empresa, a lo que el Director contesta que no, que no puede trabajar con esa 
gente porque él no los quiere. 


Cuando llamaron a la empresa que estaba en cuarto lugar, la última de la lista, llamada Transamérica, todos 
los compañeros que trabajaron en la empresa Cristina Ibáñez fueron a anotarse, con sus vehículos nuevos, 
recién comprados, pero no llamaron ni siquiera a uno de ellos. 


Como todo esto es tan informal, también informalmente nos enteramos de que tenían una lista -que había 
sido enviada por el SAE, por el doctor Guillén- con los nombres de todos los compañeros que no podían 
trabajar en el SAE. 


La situación está en estos términos. Nosotros todavía no hemos cobrado los haberes atrasados. Todos los 
compañeros se quedaron con sus vehículos nuevos, inclusive tienen las radios de trabajo, y con la 
imposibilidad de trabajar en otra empresa, aunque sabemos que la nueva empresa está en condiciones de 
tomar a esta gente; además, sabemos que está trabajando con autos muy viejos e, inclusive, con camiones, 
porque el SAE les permitió trabajar momentáneamente de esa manera. Existe la determinación de que si el 
SAE elimina esa lista negra, la empresa accedería gustosa a trabajar con esa gente que conoce el trabajo 
desde hace muchos años. 


Por ahora, la situación es esa. Nos hemos presentado al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para cobrar 
lo adeudado, pero recién tendremos una audiencia preliminar el día 9 de enero. 


SEÑORA MENDARO.- Yo pregunto cómo es posible que el SAE trabaje con empresas que están en 
infracción. El año pasado nos sucedió algo similar y el Ministerio de Salud Pública absorbió a las 
personas que estábamos en esas condiciones. En ese entonces estaba el señor Vázquez a quien le 
pregunté por qué seguían trabajando con empresas que eran mal vistas. Pienso que no es posible que el 
SAE siga trabajando con empresas que ya tienen antecedentes de no pagar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queremos consultar a nuestros invitados acerca de las gestiones que hayan 
emprendido ante la Inspección General del Trabajo en función de que, por un lado, hay un adeudo, y 
por otro -según nos describen-, una suerte de persecución sindical, pues coincide que aquellos que en 
su momento tomaron alguna medida para plantear sus reclamos quedaron fuera del sistema. 


En cuanto a lo planteado, hay algo que me resulta contradictorio. Nos han dicho que ustedes aportaron 
nuevas unidades para cumplir a satisfacción con los requerimientos del servicio y que, sin embargo, hoy en 
día ese servicio es atendido con modelos viejos y hasta con camiones. Parecería que se da una contradicción, 
pues primero se pide que la flota esté actualizada -lo que requiere de una inversión por parte de la gente-, y 
luego este requisito no se exige. 


SEÑOR TRUCCO.- Yo estoy trabajando desde mayo de 2001, cuando entré con un auto modelo 1994. 
A fines de 2001 nos dijeron que quienes quisiéramos seguir trabajando, a partir del 1” de enero 
teníamos que cambiar el vehículo; después nos dieron plazo hasta marzo. Nos dijeron que en los 
primeros días de marzo debíamos tener un vehículo modelo 1999, de color blanco, o dejar el lugar a 
otra persona. Entonces, la mayoría de los choferes cambiamos el auto por uno de color blanco, modelo 
1999. La persona que pudo hacerlo, lo compró en cuotas -con el dólar a otro precio-, y ahora no tiene 
trabajo y no puede pagar las cuotas. Cuando pedíamos un día libre porque se nos rompía el auto, ellos 
cubrían ese día con lo que fuera, es decir, ahí no importaba el modelo ni el color de vehículo, pero esos 
eran casos excepcionales. Y ahora ellos están cumpliendo el servicio con cualquier vehículo: la empresa 
que está en este momento cubre el servicio con cualquier modelo y color. Es más, ahora los vehículos ni 
siquiera tienen identificación, mientras que a nosotros nos habían obligado a poner una barra en el 
techo con un cartel luminoso y pegotines en los costados que decían "Asistencia externa" y el número 
de teléfono. La empresa actual trabaja con autos particulares y no tienen ninguna identificación. 


SEÑOR DORREGO.- Hay una gestión realizada ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
donde tenemos fijada una audiencia para el día 9 a fin de considerar el cobro de lo adeudado. Ante el 
Ministerio de Salud Pública no hemos hecho nada porque dependíamos de la empresa y no de esa 
Cartera; de todos modos, hay una nota firmada por el asesor letrado del Ministerio de Salud Pública 
dejando constancia de una reunión llevada a cabo el mes anterior. 


Además, hicimos una gestión ante la nueva empresa: enviamos a un compañero que no estaba en la lista con 
otro auto. Él se presentó junto con todos nosotros -somos 18 choferes-; a él sí lo llamaron, hizo todas las 
gestiones, pero como la libreta de circulación del vehículo estaba a mi nombre, le dijeron que ese nombre 
estaba en la lista y que no podían tomarlo como chofer. Esa fue una jugarreta que hicimos para cerciorarnos 
de que hubiera una lista. 


SEÑORA CASTRO.- Ustedes explicaron que la empresa Cristina Ibáñez -es una empresa de la que ya 
hemos oído hablar por otras situaciones- tenía algún problema con la garantía que obligatoriamente se 
debe presentar en una licitación. Quisiera saber algo más al respecto. 


Por otra parte, me interesa conocer si además del no pago de los haberes correspondientes hay otros créditos 
a cobrar que estén pendientes de negociación en esa primera audiencia, como horas extra, nocturnidad, 
etcétera. 


Como decía la señora Mendaro, esta empresa ya tuvo otro tipo de problemas. Me gustaría saber si ustedes 
tienen información de si esa situación ha sido denunciada en el Registro Nacional de Empresas. 


SEÑOR DORREGO.- La obligación de la empresa era pedirnos facturas a todos porque somos 
empresas unipersonales. Esto no lo hacía; de vez en cuando le pedía una boleta a algún compañero. 
Entonces, lo que hizo el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social fue hacer la cuenta de los sueldos, 
licencias y horas extra. En realidad, nosotros somos empresas a las que sub subcontratan, es decir, se 
trata de una tercerización tercerizada. 


SEÑOR VARELA.- La empresa Cristina Ibáñez jamás nos dijo que debíamos tener una empresa y acá 
hay mucha gente que no la tiene. 


SEÑOR LADES.- Nunca nos hizo firmar un contrato ni nos dijo que debíamos tener una empresa, 
pagar los costos, presentar boletas, etcétera. 


SEÑOR VARELA.- Algunos hemos firmado contrato, pero jamás nos dieron una copia, fue casi en 
blanco. Tampoco nos obligaron a ser empresa ni nada por el estilo; cada uno tiene su auto y trabaja. Es 
decir, somos dueños del vehículo y trabajamos con él pero no tenemos empresa. 


SEÑOR DORREGO.- Con respecto a la garantía, es imposible saber lo que preguntaba la señora 
Diputada. Sé que en todo llamado a licitación que realiza el Estado hay que presentar una garantía 
porque la empresa, pague o no el Estado, tiene que hacer frente al servicio que está prestando. 
Inclusive, creo que la Dirección obligó a la empresa a cumplir con el servicio. Habría que averiguar si 
existe todavía esa garantía; nosotros dudamos de que exista. 


En cuanto a las denuncias, puede ser que haya alguna. Esa persona no está en Uruguay y, aparentemente, está 
representada por un tercero. Al Ministerio de Salud Pública no le cobraba directamente la empresa sino una 
financiera que le pagaba por adelantado con el descuento del porcentaje respectivo. Es un lindo enredo, pero 
no sabemos mucho más. 


SEÑORA CASTRO.- Es frecuente el uso de estas empresas tercerizadas: cuando tienen problemas, se 
hace evidente que recurren al mecanismo de cesión de derechos. Últimamente hemos visto que no solo 
ceden sus derechos a otras empresas de la misma rama de actividad sino a financieras. Sería 
importante saber a qué financiera cedieron esos derechos. 


Se mencionó que los contratos de trabajo eran casi en blanco. Me gustaría que describieran esos contratos o 
que envíen a la Comisión alguna copia. Hago este planteamiento porque hemos encontrado otras 
irregularidades desde el punto de vista laboral en los contratos. 


SEÑOR DORREGO.- La financiera está en la calle Fernández Crespo y se llama CAC Party: 
Cooperativa de Ahorro y Crédito Party. Esa es la financiera; nosotros hicimos una pregestión con un 
abogado para retener los pagos antes de que el Ministerio hubiese pagado los meses anteriores. No 
sabemos en qué quedó eso. Esa es la financiera que cubría los meses que faltan, que no sabemos cuáles 
son. 


SEÑOR VARELA.- En cuanto a los contratos, tendríamos que conseguir alguno y enviárselo a ustedes. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pueden mandarlo por fax o hacer llegar una fotocopia. 


El procedimiento habitual que sigue la Comisión es convocar a la contraparte, en este caso las autoridades de 
Salud Pública, para requerir su punto de vista sobre el tema. Por supuesto, ustedes tendrán acceso a la versión 
taquigráfica de la sesión a la que concurran esos invitados. 


Si en el ínterin se presentara alguna otra situación, les rogamos que nos la hagan saber. 


SEÑOR DORREGO.- En cuanto al tema de la lista, hay testigos que en cualquier momento podemos 
traer a la Comisión. Asimismo, si algún día quieren enfrentar a las partes -ojalá que no se llegue a eso-, 
también estamos en condiciones de hacerlo. 


Agradecemos su colaboración pese a que la fecha no es buena; sin embargo, para el trabajo siempre es bueno 
tener respaldo. 


(Se retira de Sala la delegación de Choferes de Radio del Servicio prestado por el MSP, en la Dirección de 
Servicio de Asistencia Externa) 


SEÑORA CASTRO.- Solicito que se realice el trámite correspondiente para que la Comisión 
Administrativa del Poder Legislativo nos informe si esta financiera CAC Party es la misma a la que la 


empresa CORFIN y/o Bril -que prestaban servicios aquí- cedieron sus derechos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, se convocará al señor Director de ASSE y se realizará la 
consulta propuesta a la Comisión Administrativa. 


(Ingresa a Sala la delegación de la Unión de Mozos de Cordel de Montevideo y Colonia) 


La Comisión tiene mucho gusto en dar la bienvenida a la delegación de la Unión de Mozos de 
Cordel de Montevideo y Colonia integrada por los señores Carlos Abdala -abogado-, José Morini - 
Presidente de la Unión-, Fabricio Vidal, Sergio Pisano, Alfredo Fontaina, Daniel Quintana, Ruben 
Tobía, Julio de Olivera, Jacinto Lemos Suárez, José Medina, Alejandro Balmelli -procurador- y Diego 
Planchsteiner. 


Anteriormente, hemos estado en contacto con ustedes debido a problemas similares a los que hoy los traen. 
SEÑOR ABDALA.- Queremos agradecerles que nos hayan recibido tan rápidamente. 


No vamos a historiar sobre el tema porque conocen nuestro problema. Sin embargo, solicitamos que nos 
recibieran nuevamente porque la situación ha cambiado para mal en los últimos meses. 


Las dos uniones de mozos de cordel son organismos que vienen del año 1941 en el que tuvieron su ley madre 
que fue perfeccionada hasta concretarse la Ley _N” 16.899 que rige esta actividad. En ella se establece 
claramente que los salarios de los mozos de cordel -de los maleteros, como vulgarmente se los denomina- 
serán solventados con el 2% del valor de los pasajes entre Montevideo-Buenos Aires, Colonia-Buenos Aires 


y Carmelo-Buenos Aires. En definitiva, esa previsión legal convierte a las empresas que realizan el cruce del 
Río de la Plata en agentes de retención de ese 2% que deben volcar a la Prefectura Nacional Naval, que es el 
organismo que administra esos fondos. 


En el pasado hemos tenido problemas porque las empresas hacen las retenciones pero no las vuelcan lo cual 
ha generado el estado de cosas actual. Al día de hoy, los mozos de cordel no tienen para comer ni para venir a 
trabajar y no reciben el más mínimo ingreso. Algunas de las empresas han entrado en la cesación de pagos 
total y la que mejor ha cumplido también está en una cesación total con respecto a ese 2%. Por ejemplo, hace 
una semana han entregado a la Unión de Mozos de Cordel un cheque por $ 50.000 que si uno reparte entre 
los muchachos da una cantidad ínfima que no alcanza ni para que subsistan. 


Al igual que en el pasado, hemos hecho el reclamo correspondiente ante la Prefectura Nacional Naval, la 
administradora de ese fondo; en el año 2001 la Prefectura Nacional Naval llevó a cabo las notificaciones, las 
intimaciones de pago pertinentes y el embargo correspondiente por esas retenciones no volcadas al pago de 
salarios. Particularmente, se trabó embargo a una de las empresas para que pagara. Nosotros, ante la 
Prefectura Nacional Naval pusimos en práctica esos mecanismos, y obtuvimos como respuesta que primero, 
según ellos, habría que discutir la naturaleza jurídica de esa retención. Es decir, si se trata de una tasa o de un 
impuesto. Ante esa respuesta, nosotros al evacuar la vista, en un expediente, comunicamos que la cuestión no 
pasaba por la naturaleza jurídica, o sea, si era tasa o impuesto. 


A nuestro juicio, lo que simplemente debe hacer la Prefectura Nacional Naval, como Administradora de ese 
Fondo, es notificar la deuda y, una vez que el acto administrativo quede firme -es decir que en este caso no 
fueran impugnadas las cantidades que se notificaban a las empresas deudoras-, entonces el título ejecutivo 
queda perfecto y, por lo tanto, se estaría en condiciones de hacer la intimación de pago correspondiente, y en 
caso de que en el período que se le otorga a las empresas intimadas, estas no lo hicieran, se les trabaría 
embargo. 


En este caso, la empresa Buquebus presentó un escrito del que nos dieron vista, en el que primero solicitaban 
facilidades de pago. Al mismo tiempo, aludían artículos del Código Tributario que, en definitiva, no son de 
recibo en este momento porque entendemos que en este momento la Prefectura Nacional Naval no está en 
condiciones de otorgar facilidades y, además, no está facultada por el Código para ello. El paso siguiente fue 
evacuar la vista correspondiente estableciendo claramente ese extremo. A su vez, después solicitó que se 
determinara claramente si era un impuesto o una tasa porque, si era una tasa, para ellos había que pagar el 
servicio. En este sentido voy a adelantarme, aunque creo que no corresponde hacerlo ahora, pero de todas 
maneras lo voy a hacer a título personal sin inmiscuir o involucrar a las dos Uniones de Cordel. 


En relación a la naturaleza jurídica de esa retención, la empresa Buquebus presentó una chicana, como 
vulgarmente decimos los abogados, es decir, una demora. Pero ¿qué pasa? La Prefectura Nacional Naval 
manifestó que a ellos les generaba dudas y que si eventualmente exponía al Estado a algún tipo de presión 
por parte de esta empresa, preferían tener certeza respecto a la naturaleza jurídica de esa retención. El 
resultado fue que hoy el expediente no solo no va a desembocar rápidamente en una intimación de pago y en 
una eventual acción ejecutiva, sino que además el expediente derivó de la Prefectura Nacional Naval a la 
Comandancia, y de esta irá a los Ministerios de Defensa Nacional y de Economía y Finanzas para que éste 
informe. Este procedimiento nos deja en un estado de total indefensión. 


Digo esto último porque en la mañana de hoy expresamos que derivar este expediente al Ministerio de 
Economía y Finanzas, sin una base legal, para una consulta, nos deja desarmados y, reitero, en un estado de 
indefensión total. Nos deja sin institutos y recursos jurídicos como para que simplemente podamos reclamar, 
o sea para que se viertan los porcentajes que establece la ley, a fin de poder cobrar los salarios. 


Esto es a lo que está ocurriendo en la realidad, y a nosotros no solo nos preocupa, sino que además queremos 
presentarnos de forma tal que la gente sepa cómo estamos haciendo nuestro trabajo. Es decir, nosotros somos 
la cara visible de quienes cruzan el Río de la Plata y entran al país. El Ministerio de Turismo no tiene gente 
en los puertos: cuando hay que preguntarle a alguien dónde puede ir, qué tiene que hacer para pasar sus 
primeras horas en nuestro territorio con seguridad, el turista no encuentra respuestas. Quien sí lo puede 
aconsejar, de acuerdo con los ingresos de esos turistas -léase, el portador de valijas, dar seguridad al pasajero 
que lleva-, es la gente de Cordel, ya desde hace muchos años. 


Entonces, toda esta problemática nos desmerece, no solo a nivel laboral, sino que la situación se agrava. En 
este sentido, permítaseme abandonar el tema en una sola cuestión: de alguna manera la empresa Buquebus ha 
intentado eliminar a las dos uniones de mozos de Cordel. Y, sin embargo hemos concurrido a las instancias 
legislativas pertinentes a efectos de salvaguardar las fuentes de trabajo, de las que nadie nunca pudo decir 
absolutamente nada. ¿Por qué es importante lo que acabo de decir, aparentemente fuera de tema? Porque, por 
ejemplo, en Colonia hay barcos que salen a las cinco de la mañana. Los muchachos ya no tienen para el 
ómnibus, para la nafta ni para arreglar la pinchadura de una bicicleta. Sin embargo, y en esto hemos hecho 
una especie de pacto por demás enérgico, si aquí lo que se está esperando es que los mozos de Cordel dejen 
de cumplir con sus obligaciones jurídicas, administrativas y laborales, ellos no lo van a hacer. Los mozos de 
Cordel, aun en situaciones difíciles como las actuales, van a continuar cumpliendo con el servicio. No van a 
dar la oportunidad de que absolutamente alguien diga nada del servicio porque, para ser gráfico, las dos 
Uniones vienen invictas, no han sido denunciadas y nunca han tenido problemas o inconvenientes con nadie. 
Entonces ¿qué pasa? Ese es el mejor patrimonio con el que contamos para decir que hemos desarrollado 
nuestro trabajo satisfactoriamente, y que lo mínimo que merecemos es que se nos respete en la percepción del 
salario. 


En resumen, esta es la situación que estamos atravesando, porque ya nos han dejado a la buena de dios y 
tampoco tenemos recursos jurídicos. De alguna manera también queremos ser más que sinceros. Me explico: 
nosotros tenemos un recurso jurídico que nos queda, pero que es una denuncia penal por apropiación 
indebida, y una retención del 2% que tendría que haberse volcado. Quiero dejar esto muy claro, porque quien 
habla es el responsable. Yo me hago responsable de lo que digo, pero también voy a decir que las dos 
Uniones de Mozos de Cordel nunca estuvieron de acuerdo con llevar esto a esa instancia. 


De alguna forma, esta actitud habla muy bien de estas personas y sienta con qué tipo de gente están tratando. 
Quiere decir que nunca quisieron llevar este diferendo a una instancia que, según ellos, no deben emprender. 


Dicho esto creo que si alguno de los muchachos presentes tiene algo para decir, les cedo el uso de la palabra. 
Por último, manifiesto que estamos muy preocupados porque no vemos una salida a la deuda pendiente al día 
de hoy. Constantemente están pagando sumas insuficientes, hasta que un día, directamente pararon y ya no 
nos pagan nada. 


Muchas gracias. 


SEÑOR LEMOS.- Mi nombre es Jacinto Lemos y soy Secretario de la Unión de Mozos de Cordel de 
Colonia. 


Sí quiero expresar que si bien en el país y en la región la crisis se ha agudizado y teniendo esto en cuenta -en 
el año 2001 la empresa "Los Cipreses S.A." adeudaba cifras importantes-, recurrimos a la Justicia, se firmó 
un convenio y dimos facilidades de pago. Es decir que una vez que reconocimos la situación se convino un 
aplazamiento de una deuda importante que debían, que se cobraría recién a partir del año 2004 y, con el 
compromiso de que siguieran cumpliendo mensual o semanalmente los salarios, como establece la ley, para 
poder cumplir con nuestro trabajo y cobrar a tiempo. 


También se le concedió una rebaja de ese 2%, y durante un año se le cobró un 1,05%, a efectos de que ellos 
también tuvieran ciertas facilidades. Este plazo venció en julio de este año. 


Al mismo tiempo, la ley establece que del excedente que queda luego de haber pagado sueldos y aportes 
sociales, se distribuye por partes iguales -40%- para cada Unión, y un 20% para la Administradora, que es la 
Prefectura. Pero, como se cobró menos no quedó excedente, y sí se pagaron sueldos y aportes. 


Nosotros no podíamos seguir permitiendo otra ampliación más del 1,05% y, en consecuencia, les 
comunicamos que a partir de ese momento deberían abonar el 2%. Cuando les hicimos saber esta decisión 
ellos dejaron de verter, porque lo estuvieron haciendo. Nosotros, durante un año por lo menos cobrábamos el 
sueldo. Al día de hoy a los compañeros de Montevideo les deben tres meses de sueldo. 


La situación en Colonia no es tan parecida porque hay pequeñas empresas -como en Carmelo y Colonia- que 
aun en estas circunstancias, si bien deben, han aportado algo y nosotros estamos mejor en lo que tiene que 
ver con los cobros. Es por esto que creemos que la empresa actúa de muy mala manera, porque nosotros 


convinimos en darle un período de gracia por una deuda muy importante, aun a costa de no poder 
comprarnos ropa o de tener las herramientas en mejores condiciones. Y, actualmente, al no percibir y no 
cobrar ni siquiera el sueldo no vamos a estar presentables como lo están los compañeros. Una vez que se nos 
rompa la ropa que tenemos, adiós. 


Este era el aporte que quería dejar, y manifestar que la empresa es injusta, puesto que nosotros le dimos una 
oportunidad para afrontar la coyuntura de la región. 


SEÑOR PISSANO.- Soy Presidente de la Unión de Cordel de Colonia. 


Para ampliar lo que dijo aquí el compañero Carlos Abdala, puedo informar a la Comisión cómo trabaja el 
Puerto de Colonia. Normalmente, sus frecuencias comienzan a las dos de la mañana y terminamos la jornada 
a las nueve o diez de la noche. Durante todo ese período, por supuesto que entran y salen barcos, pero a veces 
sucede que un barco entra a las tres de la mañana, después se va, luego viene otro y se va a las diez de la 
mañana. Esto implica que los mozos de Cordel entren y salgan del puerto. O sea que hoy, la gente, además de 
todos los problemas que tiene, no percibe los salarios. A título de ejemplo, la empresa Buquebus que es la que 
tiene mayor frecuencia de pasajeros, no vierte los dineros. Tampoco Ferrylíneas lo está haciendo. 


Nosotros estamos convencidos, porque es evidente que estas dos empresas son, en el fondo, la misma 
empresa. Entonces, decimos que ellos no nos entregan lo que corresponde y que está establecido por ley. 
Semanalmente, según la ley, las empresas tendrían que verter lo que recaudan periódicamente. 


Los mozos de Cordel de Colonia y los muchachos compañeros de Montevideo hemos decidido seguir 
trabajando normalmente, aun cuando ellos llevan tres meses sin cobrar y nosotros percibiendo nuestro salario 
con un atraso aproximado de veinticinco a treinta días, casi un mes. 


Vamos a seguir trabajando normalmente porque el pasajero paga. O sea que el que nos retiene los dineros es 
la empresa y nosotros, repito, vamos a seguir trabajando todos los días del año y cumpliremos con nuestro 
trabajo. 


Nosotros colaboramos con la empresa. En el departamento, ayudamos a Buquebus y a Ferrylíneas, aceptando 
una rebaja de la tasa, es decir del 2% al 1,05%. Teníamos dificultad para pagar los salarios. En Colonia 
somos cuarenta; Colonia: treinta y tres; Carmelo: seis y hay una persona en el Puerto de Nueva Palmira. 


Habría sido muy fácil, como lo hacen muchas empresas, mandar a la gente al seguro de paro: dejábamos al 
50% de la gente trabajando y al otro 50% lo mandábamos al seguro de paro. Sin embargo, no lo hicimos; 
seguimos trabajando las 40 personas y hemos llegado hasta ahora sin necesidad de hacer ese sacrificio -no sé 
si llamarlo así-, es decir, sin enviar a la gente al seguro de paro. Hemos podido mantener a toda la gente 
trabajando y hemos cumplido con nuestra obligación de pagar los impuestos y los aportes al BPS. Este mes, 
por haber pagado por primera vez con retraso al BPS en Colonia tuvimos que abonar $ 10.000 de recargo. 


Actualmente, la situación en Colonia es tremendamente difícil, pero todos vamos a seguir para adelante y 
vamos a seguir cumpliendo con nuestras funciones, aun en los casos en los que la gente no tiene ni siquiera 
para llegar al trabajo. Las distancias que hoy deben recorrer los trabajadores en Colonia no son como las de 
antes. Hay gente que vive muy lejos, pero no tiene plata para tomar un ómnibus; tienen que llegar a pie. A 
pesar de esto, atendemos a los pasajeros de la mejor manera, como lo merecen, y vamos a seguir luchando. 
Lo único que nosotros pedimos es que se cumpla la ley. 


SEÑOR PLANCHESTEINER.- Voy a hablar a título personal, desde la perspectiva que tengo de los 
hechos. 


Entiendo que Buquebus está tratando de eliminarnos por la vía de los hechos, luego de que trató de hacerlo 
de derecho. En el año 2000, se incluyeron en el proyecto de Presupuesto quinquenal, en la parte 
correspondiente al Ministerio de Turismo, artículos que eliminaban el servicio de mozos de cordel. Esto llevó 
a una revisión acerca de qué son los mozos de cordel, cuál es su trabajo, cuántos son y cómo trabajan, y los 
legisladores entendieron que se trataba de un buen servicio y que había que mantenerlo. 


Posteriormente, en el año 2000, Buquebus trata, por la vía de los hechos, de hacernos abandonar nuestro 
trabajo. Hace tres meses que no cobramos el sueldo y cada vez es más difícil mantener el servicio, más aún 
teniendo en cuenta la temporada que se inicia. 


Creo que el turismo es uno de los pocos rubros en los que hay perspectivas de fuentes de trabajo y que puede 
contribuir a la economía del país en un momento en el que todos hablan de reactivación. Pero lo que busca 
Buquebus es eliminar fuentes de trabajo para aumentar sus ganancias, lo que perjudica al país. 


Voy a poner un ejemplo de cómo nos perjudica no cobrar los sueldos, de todas las deudas y todos los 
perjuicios que esto nos ocasiona. En mi caso, durante tres años logré ahorrar algo y saqué un préstamo en el 
Banco Hipotecario, pero ahora no lo puedo pagar porque no me pagan el sueldo, a pesar de que voy a trabajar 
todos los días y cumplo con mis tareas. 


SEÑOR VIDAL.- Soy Vicepresidente de la Unión de Mozos de Cordel del Puerto de Montevideo. 


Simplemente, quiero decir algo también a título personal. Permanentemente estamos escuchando que el país 
está en crisis, que la región está en crisis; puede ser que sea cierto. Pero lo que hacen las empresas como 
Buquebus y Ferrylíneas -en realidad, son una- es aumentar la crisis del país, porque más allá de que el país 
esté en crisis, mucha gente sigue cruzando el Río de la Plata. Si estas empresas vertieran el 2% -ese dinero no 
les corresponde, sino que lo paga cada pasajero-, como corresponde, nosotros podríamos cobrar nuestros 
salarios y no tendríamos que buscar otros subtrabajos -por decirlo de alguna manera- y quitárselo a otras 
personas que lo necesitan. Digo esto porque, por ejemplo, yo me presento todos los días a trabajar, pero no 
cobro; entonces, tengo que hacer otro trabajo, que tal vez podría realizar cualquier otra persona que esté 
desempleada porque tengo que mantener a mi familia y hacer frente a una cantidad de gastos como, por 
ejemplo, la cuota mutual, etcétera. Tengo que salir a buscar otro trabajo, quitándole un empleo a otra persona, 
porque en mi verdadero trabajo no me pagan, aunque el dinero proviene de cada pasajero que cruza el Río de 
la Plata. 


Entonces, aunque el país y la región estén en crisis, si el pasajero aporta ese 2% y a mí no me lo pagan, de 
una manera indirecta estoy sacando el trabajo a otra persona, simplemente porque la empresa no se hace 
responsable y no nos paga un dinero que ni siquiera le pertenece. 


SEÑOR LEMOS.- Quiero aclarar que la ley establece que nuestro salario es el equivalente a cuatro 
salarios mínimos nacionales, que en este momento son $ 4.440 nominales, $ 3.502 líquidos. 


Los capataces tienen una compensación del 75%, por lo que su sueldo líquido es $ 5.778. 


SEÑOR PISANO.- Como dice el compañero, el sueldo líquido del mozo de cordel es de $ 3.500. 


Hasta hace dos meses había una compensación por horas extra; podíamos hacer hasta veinticinco horas extra 
por mes, lo que representaba un sueldo de $ 4.300 líquidos. Pero como la empresa no pagaba y tampoco se le 
exigía que así lo hiciera, el administrador, Prefectura, tomó una medida muy dura. Dijo: "No les podemos 
pagar más las horas extra porque no hay dinero". Es cierto que no había dinero para pagar las horas extra; 
tampoco hay plata para pagar los sueldos, pero ¿por qué no hicieron cumplir la ley? ¿Por qué no fueron a las 
empresas y les dijeron: "Señores, aquí hay una ley, y en este país las leyes se respetan"? Optaron por el 
camino más fácil: retacear el salario de los mozos de cordel. Para ellos fue así de simple; fue más fácil 
sacarles el dinero que legalmente estaban ganando, aunque un sueldo de $ 4.300 es bajo y uno de $ 3.500, 
más aún. 


Nunca tuvimos problema con las empresas; siempre nos pagaron. Yo estoy en el puerto desde el año 1966, y 
puedo decir que nunca tuvimos problemas. Hoy tampoco tendríamos problemas si las empresas pagaran lo 
que legalmente corresponde. 


No sabemos, pero sí presumimos, que Buquebus quiere dejar sin trabajo a 90 obreros, a 90 familias. 
Evidentemente, quieren tener el monopolio total de los puertos y ser amos y señores del transporte fluvial. 


SEÑORes, discúlpennos, pero necesitamos que ustedes nos den un apoyo; somos obreros y lo único que 
queremos es trabajar, cumplir con nuestras obligaciones, como lo estamos haciendo, y regresar a 
nuestras casas. 


Esta ley que fue modificada en el año 1997 fue votada por unanimidad; fue votada por quien hoy es 
Presidente de la República y por muchos actuales Senadores. Es una buena ley que dio amparo a los obreros, 
que permitió que tuvieran un salario y un trabajo decoroso. Hoy Buquebus quiere dejarnos sin trabajo; esa es 
la verdad. 


SEÑOR PLANCHESTEINER.- Nosotros creemos que la ley debe perfeccionarse, que debe establecer 
los mecanismos legales o jurídicos a utilizar en el caso de que las empresas no paguen a fin de hacer 
efectivo ese pago. 


SEÑOR ABDALA.- Voy a referirme a este asunto desde un punto de vista técnico. 


La ley, al crear el fondo de retribuciones, que se forma con ese 2%, y al nombrar a la Prefectura Nacional 
Naval como administradora de ese fondo, en definitiva, le está dando los instrumentos jurídicos necesarios 
para que lleve a cabo los actos administrativos, judiciales, en fin, los actos jurídicos necesarios como para 
poder desarrollar la tarea de administración. Y cuando hablamos de administración, también hablamos de 
cobros y de volcar ese dinero. 


Voy a precisar lo que solicitamos a la Prefectura, a lo que hizo caso omiso. 


Nosotros, los abogados, muchas veces -especialmente cuando vamos a presentar un recurso de apelación, en 
particular cuando se habla de derecho penal-, cuando necesitamos un expediente en el Juzgado, pero ese 
expediente se va en apelación a un Tribunal, sacamos una fotocopia; entonces, queda la fotocopia 
testimoniada en la Sede y el expediente principal o su fotocopia va la instancia al tribunal de alzada. 


Cuando Prefectura nos expresó que tenían dudas acerca de la naturaleza jurídica de ese porcentaje, en el 
sentido de que no sabían si era una tasa o un impuesto, nosotros respondimos que estábamos dispuestos a que 
un Poder del Estado informara al respecto o lo determinara, porque para nosotros la discusión es irrelevante. 
Les dijimos que con mucho gusto hacíamos una fotocopia autenticada, pero les pedimos que por favor se 
cumpliera estrictamente con la ley y se continuara con las acciones tendientes a elevar ese expediente 
administrativo con un título ejecutivo habilitante para llevar a cabo la intimación correspondiente y el 
posterior embargo en caso de incumplimiento. 


Hablamos de un instrumento jurídico válido porque de ninguna manera se podía justificar desde el punto de 
vista jurídico que se enviara un expediente en consulta cuando, en definitiva, lo que se debía hacer era 
cumplir con la normativa vigente. 


Como bien mencionaba el señor Lemos hace unos minutos, esta es una situación que ya vivimos, que si no es 
idéntica a esta, es similar. Sin embargo, por parte de la Prefectura no hemos tenido la misma respuesta. 


Entonces, esas son las cosas que no entendemos y que hoy nos obligan -por decirlo de alguna manera- a 
molestarlos a ustedes: no tenemos otros instrumentos para seguir para adelante. 


SEÑORA CASTRO.- Hemos seguido con atención este tema anteriormente y esta vez. 


Queremos informar a los compañeros de la Comisión que quisimos comunicarnos con el Prefecto, señor 
Daners, a quien no pudimos encontrar. Nos dirigimos al doctor Robles, que es el encargado de atender esta 
situación en la Prefectura y le dejamos varios mensajes pero hasta el presente no nos hemos podido 
comunicar. Entonces, hablamos con autoridades del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para considerar 
este asunto y nos informaron que lo tenían poco claro. A su vez, les dimos los teléfonos del doctor Robles y 
de Prefectura para que se informaran. Hasta ahora, lunes a la tarde, no hemos tenido información de los 
organismos precitados. 


Uno ve con mucha preocupación cómo estas empresas, que siguen reteniendo el 2% -esto no tiene nada que 
ver con la crisis en la región porque aunque vendan un pasaje ese 2% lo cobran igual-, están violentando la 
norma. 


Por supuesto que las uniones son soberanas en elegir cuál camino quieren seguir, si quieren recurrir o no a la 
justicia penal, pero a mi juicio se está violentando claramente la ley. 


El asunto acá es la discusión acerca de si esto es un impuesto o una tasa. Me parece que ello no es relevante 
en relación a la retención que hace la Prefectura y a la entrega de los cheques a las uniones; no tiene nada que 
ver. 


También tengo presente que hace tiempo el Poder Ejecutivo envió una iniciativa al Poder Legislativo que 
refería a la supresión de este servicio. Coincido con la valoración que hacen nuestros visitantes en el sentido 
de que es un servicio realmente importante para la población que cruza. 


Quisiera plantear algunas preguntas. No tengo claro si Buquebus y Ferrylíneas son sociedades anónimas u 
otro tipo de empresas. Quisiera saber si nos pueden informar quiénes son los accionistas principales. 


Siempre se invita a las partes a concurrir a Comisión; en este caso, la otra parte tiene dos integrantes: por un 
lado la empresa y, por otro, la Prefectura. Quisiera saber si la decisión que ha tomado el señor Prefecto - 
entiendo que él ha tomado esa decisión- de que se remita un informe acerca del carácter del 2% tiene alguna 
otra razón que la simple duda jurídica, es decir, si está fundada en algún otro elemento que a uno lo haga 
reflexionar y que se nos hubiere escapado en la anterior oportunidad. La verdad es que en la anterior 
oportunidad, en 2001, cuando se presentó esta situación y se hicieron las gestiones correspondientes, apareció 
el dinero, hablando en español antiguo. 


A uno le llama la atención esta consulta. Quizás uno haya omitido otras consideraciones y por ello pregunto 
si tienen información acerca de cuáles son los argumentos de esta consulta que aparece en lo formal como el 
obstáculo principal para que se dilaten los pagos. 


SEÑOR ABDALA.- Según nos informaron en el día de hoy, la cuestión era prever una eventual 
excepción en un eventual juicio ejecutivo sobre la inhabilidad de título. La Prefectura quería prever 
que en una instancia judicial posterior se hiciera lugar a una excepción en favor de las empresas por 
considerar que el título ejecutivo no fuera jurídicamente correcto, en función de la naturaleza jurídica 
del tributo que se estaba cobrando. Hoy nos trasmitieron este razonamiento. 


Se entendía que existía la posibilidad de que si se trababa un embargo, y este no procedía, podía hacerse 
responsable de ello al Estado. Eso fue lo que nos dijeron casi textualmente; yo me hago responsable de lo que 
digo, porque va más allá de una cuestión jurídica. 


Estoy totalmente de acuerdo con la señora Diputada Castro. Nosotros no entendimos cómo en una situación 
jurídica igual a la que se dio en 2001 -cuando, a nosotros, que éramos los acreedores, incluso se nos dio la 
posibilidad ya no de cobrar lo que se nos debía sino de negociar- el resultado no sea el mismo. Por lo 
sucedido en 2001 teníamos esperanzas de que la tramitación fuera igual. 


Surge a instancias de Buquebus esa duda jurídica -traída de los pelos- que llevaba ínsita una cuestión 
posterior porque si se trataba de una tasa -y Buquebus entendía que lo era-, había que pagar por el servicio 
que se prestaba, y poco menos que había que contar los bultos que bajaban del barco. Que no me deje mentir 
nadie de los que están acá. Era una tesitura no solo traída de los pelos sino que era imposible de instrumentar. 


Se presentó ese escrito, del cual nunca nos dieron vista; se nos trasmitió verbalmente. Nosotros dijimos que, 
más allá de que había un antecedente firme, la cuestión de la tasa o del impuesto -si se establece en la ley la 
naturaleza jurídica eventualmente ello habilita a la empresa a utilizar algún mecanismo jurídico- de ninguna 
manera generaba una excepción sobre un título jurídico cuando, en definitiva, lo que se estaba haciendo era 
retener indebidamente un 2%, que tiene base legal. Cuesta un poco entender esto en términos claros pero eso 
fue -palabras más, palabras menos- lo que nos dijo el asesor letrado de la Prefectura, doctor Robles. 


Entonces, ¿qué pasa? Si la ley está mal, las empresas tendrán los mecanismos jurídicos para perfeccionarlas, 
arreglarlas y enmendarlas pero nunca van a tener la posibilidad de decir: "Señores: no pago". 


Voy a decir algo que es poco ortodoxo desde el punto de vista jurídico: las uniones estaban con anterioridad a 
que llegaran Buquebus y Ferrylíneas. Hoy por hoy todo esto se transforma en una situación de corte jurídico 
cuando, en definitiva, lo que aquí se discute es el cumplimiento o no de una norma: pagar o no lo que se les 
dio a título de agentes de retención. 


Voy a decir algo peor todavía. Si tengo una empresa y hago los aportes, estoy cumpliendo con la ley. Si tengo 
una empresa, soy agente de retención y cuando me entra el dinero no lo vuelco, estoy tipificando el delito de 
apropiación indebida. Entonces, la naturaleza jurídica no hace a la esencia del título ejecutivo; el título 
ejecutivo lo crea la ley que establece que se debe volcar el 2% a la Prefectura. ¿Qué mayor garantía de 
cumplimiento de la norma que tener como administrador a una repartición estatal que hace las gestiones 
necesarias? Se podrá poner en duda nuestra idoneidad técnica para administrar plata, ¡pero la plata la 
administra la Prefectura Nacional Naval! Entonces, cuando las empresas pagan a la Prefectura Nacional 
Naval esta vuelca los dineros y de ahí salen los salarios. 


Lo máximo que reciben estos funcionarios, además del salario, es una canasta a fin de año, los zapatos, los 
pantalones, la corbata, es decir, la ropa. Hoy se ha tenido que pedir a la empresa que les dé el dinero para 
pagar los aportes porque si no después hay que pagar recargos. Y como no sobra plata, luego no hay 
posibilidades porque si empieza a funcionar la bola de nieve de los recargos, eso puede llevar a agravar la 
situación de los empleados desde el punto de vista previsional. 


En cuanto a la otra pregunta, debo decir que hay tres sociedades anónimas: Los Cipreses, Alíscafos Belt -por 
el lado de Buquebus- y Ferrylíneas. 


SEÑOR LEMOS.- Quiero aclarar que Ferrylíneas despacha bajo la firma DINASOL S.A; a Alíscafos 
Belt la adquirió Los Cipreses S.A., a la que también pertenece Buquebus. Es decir, Los Cipreses S.A. 
engloba a Alíscafos Belt y a Buquebus, que es un nombre comercial, y DINASOL S.A. es la empresa de 
Ferrylíneas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La situación ha quedado claramente detallada, lo que nos ayuda a nuestro 
accionar como Comisión. 


Tal como adelantó la señora Diputada Castro, en general remitimos la versión taquigráfica a nuestros 
invitados; en este caso serán las autoridades de la Prefectura Nacional Naval y, eventualmente, la gente 
vinculada a las empresas, a efectos de que den sus puntos de vista sobre a qué se debe esta demora. 


Más allá de que somos una Comisión que trabaja para el plenario, es obvio que formamos parte de un Poder 
del Estado cuya responsabilidad no es solo legislar sino hacer cumplir la legislación que está vigente, por lo 
que haremos lo posible para que esta situación pueda concretarse y dar a ustedes una explicación de lo que 
está pasando y, si es posible, una solución. 


(Se retira de Sala una delegación de la Unión de Mozos de Cordel de Montevideo y Colonia) 


(Ingresa a Sala la delegación del Sindicato de Agencias de Transporte y UNOTT) 


Esta Comisión tiene mucho gusto en dar da la bienvenida a una delegación del Sindicato de 
Agencias de Transporte y UNOTT integrada por los señores Gonzalo de los Santos, de Agencia 
Central, José L. Lago, de UNOTT COT 5.A., Máximo Lago, de UNOTT CITA y Fernando Fernández, 
de UNOTT. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- En primer lugar, queremos agradecer la deferencia con que una vez más la 
Comisión de Legislación del Trabajo recibe a la delegación de la UNOTT. Como suele decir el rezo 
popular, queremos aprovechar la oportunidad no sólo para plantear la situación objeto de esta 
solicitud que tiene que ver con los trabajadores de la empresa Agencia Central, Chadre, Sabelin, sino 
también dar una suerte de pantallazo general sobre las relaciones laborales en el sector del transporte 
colectivo de pasajeros interdepartamental, habida cuenta de que ha sido público el anuncio de un 


nuevo aumento en la tarifa del sector y ha venido, de alguna manera, precedido de situaciones de alta 
conflictividad y de falta de negociación colectiva e incumplimiento de convenios del sector. 


Para ir de lo particular a lo general, sin duda, el objeto de la solicitud de ser recibidos respondía a la 
necesidad de plantear la situación por la que atraviesan los trabajadores de la empresa Agencia Central 
Chadre Sabelin. La mencionada empresa es un grupo económico que, básicamente, desarrolla sus actividades 
en los corredores de las Rutas Nos. 2, 3 y 5 donde se moviliza buena parte de los usuarios del litoral; tiene en 
plantilla más de 400 trabajadores, por lo tanto, hablamos de una magnitud considerable, teniendo en cuenta 
que la enorme mayoría son trabajadores residentes en los departamentos de Paysandú y Salto. 


Desde hace algún tiempo atrás los trabajadores intentaron comenzar a organizarse, en una primera instancia a 
través de su afiliación individual a la Unión Nacional de Obreros y Trabajadores del Transporte. No es 
sorpresa para nadie las dificultades que en el interior del país significa sindicalizarse, particularmente, en el 
transporte desde la liquidación de ONDA y esa suerte de atomización que se produjo en más de treinta 
empresas -si se me permite la expresión- ha habido una verdadera lucha permanente para intentar reagrupar a 
los más de cinco mil trabajadores que en el sector interdepartamental realizan algún tipo de actividad 
vinculada con el transporte de pasajeros. No obstante, esos intentos de afiliación individual tuvieron como 
consecuencia un planteo de parte del sector empresarial de una fuerte rebaja en los convenios, esencialmente, 
en lo que tiene que ver con el no pago del viático, la reducción en su valor y el incumplimiento de un 
convenio colectivo celebrado con fecha julio de 1990. También tenía que ver con el no pago de la partida 
conocida como aguinaldo extraordinario que se percibe en diciembre y una serie de cuestiones de concepto 
residual en el salario que, de alguna manera, tienen una importante incidencia mes a mes en los sueldos que 
perciben los trabajadores. Esta situación trajo como consecuencia una audiencia ante la Dirección Nacional 
de Trabajo donde se planteó el incumplimiento o la manifiesta intención de incumplir de manera unilateral, 
ya que la comunicación se hizo a través de una nota en cartelera donde se notificaba a los trabajadores de esta 
suerte de reducción salarial. A partir de esa situación los trabajadores conformaron una organización colectiva 
y desde ese instante hasta la actualidad ha sido sistemática la persecución de la cual han sido objeto quienes 
de alguna manera asumen la responsabilidad de estar al frente de la organización sindical. 


A título enunciativo, debemos decir que hemos presentado una denuncia en el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social de la cual existen actas, donde se intentó una conciliación por el despido de dos 
trabajadores; en segunda instancia presentada la designación provisoria de la Dirección del gremio, dos de los 
tres trabajadores que iban a asumirla momentáneamente fueron despedidos teniendo en la actualidad sólo uno 
de ellos -quien acompaña la delegación de la UNOTT- la responsabilidad de dirigir la organización sindical 
no sin haber soportado algún tipo de presión en cuanto a su condición de dirigente o por lo menos el no 
respeto de su fuero sindical ante la negociación de la empresa. Esta situación nos preocupa sobre manera 
teniendo en cuenta que ha sido práctica de la sociedad uruguaya respetar y, por lo menos suscribir ante la 
OIT, convenios en materia de negociación colectiva y fueros sindicales; si bien es cierto que falta su 
regulación legal, por lo menos el país ha suscrito los mismos. Nos preocupa enormemente que esta situación 
se haya dado con bastante frecuencia en el sector interdepartamental. Basta mencionar empresas como CUT 
Corporación, del grupo Carminatti, TURIL y Olivera Hnos., donde se ha reiterado esta problemática. Sin 
querer atribuir intencionalidades, parece una clara estrategia de ANETRA dirigida a impedir que se 
consoliden organizaciones sindicales en el interior del país. 


Por lo tanto, solicitamos a esta Comisión que, a través de sus oficios, primero tome conocimiento de la 
situación descrita y luego proceda -desde nuestro muy modesto punto de vista- a solicitar y a recabar la 
información ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el que está en conocimiento de la situación 
mencionada y, fundamentalmente, obtenga de parte de ANETRA su visión del problema. 


Como decíamos al principio, no queremos dejar pasar la oportunidad de plantear otra temática vinculada a la 
negociación colectiva en el sector y, fundamentalmente, el anuncio de un posible aumento de tarifas. Esto nos 
preocupa en demasía, sobre todo, teniendo en cuenta la actual situación del transporte colectivo de pasajeros 
y el efecto que este nuevo aumento en el costo del mismo tendría sobre la demanda del servicio y la 
constitución de las empresas formales. 


De manera oficiosa y a través de algún medio de prensa, en las últimas horas hemos recibido la 
comunicación de que próximamente el sector del transporte interdepartamental de pasajeros va a soportar una 
suba en sus tarifas del orden del 14%; sería la cuarta en los últimos doce meses y, de confirmarse esta cifra, 


alcanzaría el 34% con una inflación proyectada en no más del 26% o 27% anual. Los salarios de los 
trabajadores del sector no se han visto ajustados; el último ajuste que recibieron fue en junio del 2001 por un 
porcentaje que osciló en el 5,5%. Preocupa que el combustible no ha subido y por ser una variable de 
incidencia importante en el costo del boleto, no debería afectarse en esa proporción. El dólar ha mantenido 
una evolución dentro de los términos razonables y esperados por el equipo económico de Gobierno y, 
evidentemente, al no haber convenio colectivo, el salario no va a tener ningún ajuste. Por tanto, esta suerte de 
incremento parecería responder a otros factores que no tienen nada que ver con la paramétrica del boleto. 
Esto preocupa en demasía habida cuenta de que todo ajuste del boleto se traslada sistemáticamente en una 
caída del mercado y en una demanda del servicio; hay un aumento notorio de la informalidad por esta razón 
y, como manera de recuperar los niveles de rentabilidad, los empresarios optan por la estrategia de reducir 
salarios, de incumplir convenios y, como corolario, desarrollar una fuerte estrategia de represión antisindical. 
Esto nos preocupa porque la posición del Ministro saliente, doctor Alonso había sido la de no convocar a la 
negociación colectiva en un sector donde la regulación nos parece un elemento prioritario si apostamos a la 
calificación, al libre acceso de los uruguayos a un servicio público y, fundamentalmente, a la seguridad, en el 
entendido del efecto que tienen los accidentes de trabajo en la sociedad y fundamentalmente en la economía. 


Por tanto, esperamos que se cambie el rumbo que había asumido la Secretaría saliente y, en virtud de la 
dilatada trayectoria que el entrante Ministro Pérez del Castillo ha manifestado como consultor de la OIT 
sobre la importancia del tripartismo y la negociación colectiva, abrimos una suerte de cuota de esperanza y 
expectativa en tanto y en cuanto sea reconsiderada la posición de no convocar a la negociación colectiva en el 
sector y de asumir un permanente proceso de desregulación y de persecución antisindical, que tiene efectos 
importantísimos sobre el mundo del trabajo pero, fundamentalmente, sobre un servicio público de las 
características del transporte público de pasajeros. 


Sin perjuicio de lo que los compañeros quieran agregar, creemos haber dado una suerte de pantallazo sobre la 
situación en particular de la empresa Agencia Central y del transporte colectivo interdepartamental en 
general. 


SEÑOR LAGO.- Con respecto a la situación general del transporte interdepartamental, a partir de la 
desaparición de ONDA y del sector, dejó de existir un gremio que tenía cierto peso y fortaleza en el 
accionar de sus trabajadores. 


Es evidente que, desde hace muchos años, las empresas que asumen los corredores que quedan vacantes, han 
utilizado un sistema que impide la agremiación de sus trabajadores, a efectos de tener ciertas libertades como 
ser el manejo de la masa salarial. 


Sin duda, durante todos estos años los Ministerios de Transporte y Obras Públicas y de Trabajo y Seguridad 
Social mantuvieron una regulación del sector a través de los continuos aumentos de las tarifas en los cuales 
se incluía aumento de salarios. 


El sector mantuvo una paz social que, evidentemente, se tradujo en el crecimiento de estas empresas. A partir 
de los hechos conocidos por todos, es decir, desde el 20 de junio de este año, y como consecuencia del 
anclaje cambiario, y la situación general económica del país, se deteriora de una manera abrupta. Las 
patronales de estas empresas inician una ofensiva muy importante respecto a la baja de sus costos salariales 
en detrimento de los laudos que ya estaban fijados para el sector, a través de un decreto del Poder Ejecutivo 
del año 1990. Y esto sucedió en todas las empresas del sector, no solo en Agencia Central, Chadre, Sabelin, 
Turil, CUT Corporación, Turismar, o en CITA. 


Se iniciaron intentos de imposición a los trabajadores para una rebaja salarial. Evidentemente, desde la 
UNOTT hemos resistido esos intentos de rebajas salariales, poniendo por delante lo que está legislado, lo que 
es decreto del Poder Ejecutivo y lo que tiene un reclamo legal frente a las demandas que se le puedan hacer a 
las empresas ante una situación que es clara y mal interpretada por los empresarios. Me refiero a la 
flexibilización laboral que impera en el país; no la desconocemos, pero somos conscientes de que habilita a 
las partes a una negociación o a un acuerdo para rebajar determinado tipo de beneficios; no le da potestad a 
empresario alguno para rebajar lo que él considere alto o que influya en sus costos. 


Esos intentos de acercamiento hacia ANETRA nos han dado el resultado de un doble discurso: desde la 
Asociación de Empresarios se trata de trasmitir una tranquilidad en el sector y de establecer un compás de 


espera hasta ver cómo evoluciona la situación económica del país, manteniendo todos los beneficios que 
están vigentes. No sucede lo mismo en la interna de cada empresa, donde se trata de hacer imposiciones a los 
trabajadores a través de determinadas medidas coercitivas. Por ejemplo, ante el intento de agremiación de 
Agencia Central, Chadre y Sabelín -que conforman un conjunto económico en el que figuran importantes 
familias del país, como los Mahilos, que inciden en casi el 100% del paquete accionario-, lo primero que 
hacen es eliminar beneficios que están consagrados en los acuerdos y laudos vigentes como ser salarios 
vacacionales complementarios, salario vacacional y pago del aguinaldo en cuatro y cinco cuotas. 


A todo esto los trabajadores de Agencia Central, Chadre y Sabelín responden con una agremiación de ciento 
sesenta y ciento setenta personas. Ya van tres suspendidos, debido a esa opción de agremiación. Y no 
sabemos cuántos más correrán la misma suerte si se consolida lo que llamamos la poca presencia del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social frente a este tipo de situaciones. En Turil, por ejemplo, se contesta 
de otra manera: se envía personal al seguro de paro, cuando este tiene su salario fijado en base a la cantidad 
de kilómetros recorridos. Y van al seguro de paro como medida de amedrentamiento y, a su vez, de rebaja en 
el ingreso de personal. 


Todos sabemos que el seguro de paro, hoy, está soportando una situación difícil por los niveles de desempleo 
que tiene el país. Nos parece que las autoridades nacionales tendrían que intervenir en el caso de que los 
empresarios utilicen esta herramienta como una medida para perseguir gremialmente a sus trabajadores. Al 
respecto, hemos formulado denuncia ante la Dirección Nacional de Trabajo pero los trámites burocráticos 
llevan tiempo, por lo que recurrimos a este ámbito. 


Turil no sólo envía gente al seguro de paro sino que se cierra ante esta posición: es esta rebaja o más gente 
que irá al seguro de paro. Además, no racionaliza sus costos internos, porque como son empresas que se 
forman con mucho personal del interior y que hoy han accedido a líneas que tienen salida desde Montevideo, 
necesitan trasladar trabajadores desde Rivera, Salto o Paysandú para atender las líneas más cortas. Generan 
otro tipo de costos mayores, pero no acceden a racionalizar sus costos internos sino que apuntan al salario del 
trabajador. Es así que nos encontramos con situaciones hasta ridículas como cuando se trae un trabajador de 
Rivera, Salto o Paysandú, para hacer servicios en las líneas que tienen salidas de Montevideo, pagándole 
cinco o seis viáticos, estando el trabajador sin hacer nada en Montevideo, y después se le exige al conjunto de 
ellos que rebajen ese beneficio en $ 10 o $ 15, sólo porque se les antoja. Le significaría mucho más ahorro 
racionalizar sus costos internos que rebajar los beneficios que tienen los trabajadores. 


En CUT Corporación sucede exactamente lo mismo. Se trata de una empresa que está dirigida por el grupo 
Carminatti en el que se mantiene en el seguro de paro a ocho, diez y doce trabajadores de plataforma, 
sacando así a las carreteras a personal que no está en condiciones de hacerlo. Se trata de mecánicos, 
lavadores, personas que, si bien tienen libreta de conducir, no han pasado los exámenes psicofísicos que los 
autoricen a manejar un ómnibus del transporte colectivo. Esta situación se agrava más debido a la 
modernidad de las unidades de transporte y por la velocidades comerciales que hoy son altas en el país. 


Sin embargo, las empresas mandan gente al seguro de paro. Y aunque la ley marque que no pueden reponer 
esos puestos de trabajo porque supone una falta de trabajo, en horas pico, en días pico y en situaciones de 
mucha demanda, utilizan personal que no es idóneo en la tarea con el cometido de cumplir con esos servicios. 


Y esta sí es una situación que, lamentablemente, no escapa al conjunto de lo que pasa en el país. Pero es 
indudable que en una actividad riesgosa, donde la idoneidad de los trabajadores debe demostrarse -esto está 
establecido por la ley-, nos enfrentamos a una transgresión grave si tenemos en cuenta los riesgos 
psicofísicos que se dan anualmente. 


Nuestro propósito es dejar claro, como decía el compañero, que todo esto se da en el marco de un doble 
discurso, que deja dudas a la Asociación de Transportistas y a las acciones individuales de cada una de las 
empresas que conforman esta asociación. 


Es evidente que nos oponemos a todo este tipo de prácticas y por ello damos cuenta aquí de esta denuncia. 
Concretamente, nos oponemos a que se sigan procesando aumentos tarifarios que recaen sobre la población, 
sin tener en cuenta el salario de los trabajadores del sector, porque ellos también son parte de este país y 
tienen necesidades que satisfacer, porque hoy en el Uruguay, evidentemente, no solo el Estado o los 
empresarios tienen necesidades. Y esta situación económica general no solo nos afecta, sino que también 
recae sobre aquellas personas que viven de un salario fijo. 


Quedo a vuestras órdenes para aclarar cualquier pregunta que los señores legisladores nos quieran hacer. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que la exposición que ustedes han hecho ha sido muy clara. 


Evidentemente, nuestros invitados están muy afectados por la situación grave que han denunciado, y 
pensamos que tal como se dijo aquí, nos vamos a poner en contacto con ANETRA, y también con la gente 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Decimos esto porque cada uno de esos ámbitos debe 
responsabilizarse. 


En relación al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, debemos decir que hace pocos días nosotros también 
recibimos a su titular, y manifestamos públicamente -más allá de que podamos estar o no de acuerdo-, que 
contamos con un Ministro que habla el idioma que tiene que ver con la relación laboral y los derechos 
laborales, lo que facilita mucho lo vinculado a los temas que están en la tapa de los libros, y como se ha dicho 
acá, forman parte de los convenios internacionales suscritos con la OIT, que tengan cumplimiento estricto. 


De todas maneras esto se va a poner en marcha y haremos llegar la versión taquigráfica a la ANETRA y a los 
Ministerios de Trabajo y Seguridad Social y de Turismo, a fin de ponernos en contacto. Haremos estas 
gestiones en aras de llevar adelante posibles medidas para solucionar esta problemática. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Quiero entregar fotocopias de un documento que contiene las actas ante la 
Dirección Nacional de Trabajo, a efectos de que tenga conocimiento del convenio del año 1990 y, la 
notificación que se hizo llegar a las empresas y al propio señor Director Nacional de Trabajo sobre la 
constitución de la organización sindical de la empresa Chadre, Agencia Central. 


Y reitero que de la dirigencia provisoria que se había enunciado en aquella oportunidad solo queda un 


compañero, Gonzalo de los Santos, que tuvo que retirarse de la Dirección del gremio por los motivos 
denunciados. 


Una vez más, muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Legislación del Trabajo agradece vuestra presencia. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


